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Excma. Cámara:

Javier Augusto De Luca, Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal, a cargo de la Fiscalía Nro. 4, en los autos Nº 16.987/16.915 del registro de la Sala III, caratulados: “PICCIOCHI, Fernando Enrique s/recurso de casación”, me presento ante ustedes y digo:




I.


Que vengo por el presente en legal tiempo y forma a emitir la opinión de este Ministerio Público, dentro de los diez días de oficina, sobre el recurso de casación interpuesto por la defensa particular de Fernando Enrique Picciochi, contra la sentencia dictada por el Tribunal Oral en lo Criminal n° 8, que resolvió condenar a Fernando Enrique Picciochi, a la pena de doce años de prisión, accesorias legales y el pago de las costas, por ser autor penalmente responsable del delito de corrupción de menores calificada por ser el imputado el encargado de la guarda, llevada a cabo en forma reiterada (arts. 45, 55 y 125, segundo párrafo del Código Penal, según ley 23.077; arts. 403; 530 y 531 del C.P.P).




II.


a) El recurrente se agravió por la errónea aplicación de la ley sustantiva penal, en relación al art. 2 del C.P., en cuanto considera que el art. 67 según ley 11.171, que establecía que la “secuela de juicio” era acto interruptivo de la prescripción, es más benigna que la actual ley n° 25.990, que fue aplicada en este caso.   También señaló,  que los actos de la instrucción no pueden  -conforme la antigua redacción del art. 67 del C.P. que resulta más benigna- interrumpir la prescripción, por no ser actos del “juicio”, por lo que concluyó que el primer llamado a prestar  declaración indagatoria del imputado, no puede ser considerado como secuela de juicio. Asimismo, esgrimió que se violentó el principio de plazo razonable en el juzgamiento penal por excesiva duración del proceso.


b) Planteó en segundo lugar, la nulidad de la declaración indagatoria de su asistido y de todo lo actuado en consecuencia, como así también la afectación del principio de congruencia, por cuanto –en su opinión- la descripción de los hechos fue realizada de manera imprecisa.

c) Nulidad de la incorporación de los legajos del centro de asistencia a la víctima dependiente de la policía federal argentina, en donde fueron entrevistados Sebastián Cuattromo y Fernando Jorge Olmos.

d) Por último, considera que la sentencia atacada resulta arbitraria y que se ha vulnerado las reglas de la sana crítica racional, toda vez que se realizó una errónea valoración del material probatorio base del juicio. En este sentido, manifestó que la sentencia atacada carece de la debida fundamentación, en tanto faltaría precisión para tener por configurada la figura legal escogida por el tribunal. Ello sería así, no sólo porque faltaría determinar el tiempo modo y lugar en que los sucesos habrían ocurrido, sino también porque no se pudo probar la entidad corruptora de dichos hechos, por lo que entiende subsidiariamente, que la conducta de su asistido debería ser se subsumida en simples abusos.




III.
a). Prescripción de la acción penal.

El delito que se imputa (según la ley aplicable en esta causa) tiene una pena máxima de 15 años, pero debe tomarse en cuenta los 12 años que se establece como máximo para contabilizar la prescripción el artículo 62, inciso 2°, del Código Penal. 


Ahora bien, tanto en la anterior redacción del art. 67 del C.P., vigente al momento de los hechos, como en su actual redacción (ley 25.990), el llamado a prestar declaración indagatoria (y otros actos procesales) siempre fue considerado por esta Cámara apto para interrumpir el plazo de la prescripción. Ninguna adhiere a suprimir el llamado a prestar declaración indagatoria como causal interruptora, salvo el novel precedente “Arano” de la Sala II que considera que la voz “secuela de juicio” se refiere solamente a la sentencia condenatoria de primera instancia. 


Esa expresión, quizás aceptable de lege ferenda, no es compartida siquiera por nuestra Corte Suprema que, además, la ha fulminado por arbitraria al dejar en letra muerta las disposiciones legales expresas y la conclusión ya no es una derivación razonada del derecho vigente. 


Así lo ha ratificado la Corte Suprema en su actual composición al dictar  sentencia en una causa donde consideró que en el régimen del viejo art. 67 CP existen actos interruptores de la prescripción anteriores a la sentencia condenatoria (causa “Cornejo Torino”, instruida por la voladura de la fábrica militar de Rio Tercero). No es nuevo el asunto para el alto tribunal que lo ha desarrollado partiendo del argumento de que del examen de los preceptos de la Constitución Nacional que contienen la locución “juicio” surge que el constituyente la ha utilizado como equivalente a proceso o causa, v. gr. arts. 18, 24 y 118 (ver Fallos: 321:2891). Que la garantía del debido proceso que consagra el art. 18 de la CN exige la observancia de las formas sustanciales del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales (Fallos: 125:10; 127:36; 189:34;308:1557; entre otros). Que como la inconsecuencia y la falta de previsión jamás se supone en el legislador, se reconoce como regla inconcusa que la interpretación de las leyes debe hacerse siempre evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilie y deja a todas con valor y efecto (Fallos: 325: 1731; 326: 2390 y 326: 1339, entre otros).  

                                      Partiendo de ello o ya no discutida esa premisa, la doctrina se ha avocado a determinar qué características deben exhibir los actos procesales para ser considerados “secuela de juicio” y tener capacidad de interrumpir el curso de la prescripción de la acción penal. Para Núñez son todos los actos persecutorios que pueden provenir de cualquiera de los órganos que por ley tienen a su cargo la misión de realizar la impulsión de la acción penal, de regularla o resolverla, lo que interrumpe es la existencia formal del acto de trámite realizado por uno de esos órganos (Núñez, Ricardo “Interrupción de la prescripción por la “secuela de juicio”, publicado en La Ley, Tomo 63 del 31/8/51, pág. 562).

                                    La propia Corte ha señalado que constituyen "secuela de juicio", interruptores de la prescripción de la acción penal, los actos reveladores de una sostenida voluntad persecutoria, que procuran hacer avanzar la causa hacia su destino natural que es la sentencia (Fallos: 326:3069).
                                      No cualquier acto, sino sólo aquellos que impulsan el procedimiento, tienden a la prosecución del proceso o implican un avance cualitativo en la causa pueden ser considerados secuela del juicio” (Fallos: 326:769 y 3069).

                                      Existe secuela del juicio cada vez que en cualquier etapa del proceso se produce o realiza un acto con entidad suficiente para darle real dinámica e inequívoco impulso persecutorio al proceso, manteniendo en efectivo movimiento la acción penal” (Fallos: 326:769).

                                      Se ha rechazado que pueda asignársele el carácter de "secuela del juicio" a los actos de mero trámite en el proceso (Fallos 323:982) pero sí se le ha conferido ese carácter, entre otros, a la interposición de los recursos de nulidad y apelación deducidos por el ministerio público y el acusador particular concedidos por el tribunal (Fallos: 312:1221) o a la simple declaración de rebeldía (Fallos: 325:2129).


Como adelanté, la Corte Suprema en una reciente decisión en la causa C.67 XLVII “Cornejo Torino”, sentencia del 19 de marzo de 2013, dictada en la causa conocida como “voladura de la fábrica militar de Río Tercero”, con remisión a los argumentos del Procurador General de la Nación, que fueron los de esta fiscalía 4 ante la Cámara de Casación que había sido la parte recurrente, y en una causa cuyos hechos son anteriores a la actual redacción del art. 67 del C.P. y, por ende, que hablaba de “secuela de juicio”, ha venido a considerar la existencia de actos procesales interruptores del curso de la prescripción antes de la sentencia condenatoria. 

En consecuencia, la causa no está prescripta y se invoca expresamente este precedente porque su desconocimiento constituiría una cuestión federal, que expresamente dejo planteada.  


Queda claro pues, que desde la fecha de comisión de los hechos imputados -segunda quincena de diciembre de 1989 y primer semestre de 1990-, hasta el primer llamado a prestar declaración indagatoria -10 de agosto de 2000- no transcurrió el plazo máximo previsto para el delito de corrupción de menores agravada, que se le imputan al justiciable  (arts. 62, inc 2,  y 125, segundo párrafo del Código Penal, según ley 23.077 del C.P.).

Desde el inicio de la causa en junio del 2000 y teniendo en cuenta que existieron varios actos que interrumpieron el plazo de la prescripción (ya sea con la vieja o nueva redacción del artículos 67 del C.P.), no transcurrió el máximo de la pena prevista para el delito de corrupción de menores agravada, endilgado al imputado. El primero es el llamado a prestar declaración indagatoria el 10/08/2000 (fs. 45). Posteriormente hubo otros actos interruptores, como los requerimientos de elevación a juicio realizados por el querellante el 11/4/2007 (fs. 1328/1329) y del fiscal el 17/04/2007 (fs. 1331/1336) y, por último la citación de las partes a juicio el 2/3/20012 (fs. 2233/2235). 

Las consideraciones expuestas son más que suficientes para rechazar el presente recurso. No obstante, en relación con la duración de las investigaciones y procesos, reza el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, incorporado a nuestra Constitución Nacional por el art. 75, inc. 22,  que “toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable”. 

Ha interpretado la Corte Suprema de Justicia de la Nación que “la mera prolongación del proceso no torna automáticamente aplicable la solución del citado precedente (se refiere a ya citado caso “Mattei”), sino que es necesario además que se demuestre la irrazonabilidad de esa prolongación” (in re, Fallos 312:552); circunstancia que –adelanto–  claramente no se evidencia en el presente caso.


Asimismo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en causa n° 2053, caratulada: “Barra, Roberto Eugenio Tomás s/defraudación por administración fraudulenta”, causa n° 2053, B.898.XXXVI, resuelta el 9 de marzo de 2004 tomó las pautas señaladas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos para evaluar la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso: a) complejidad del asunto, b) actividad procesal del interesado y c) conducta de las autoridades judiciales (C.I.D.H., “caso La Cantuta Vs. Perú”, rta. el de 29/11/06; “Hilaire, Constantine y Benjamín vs. Trinidad  y  Tobago”,  del  21/6/02,  párrafo  143; “Cantos”, del 28/11/02, párrafo  57; T.E.D.H.; “Eckle v. Germany”, del 15/7/82, párrafo 82; “Adiletta v. Italy”, del 19/2/91, párrafo 17).




Respecto al tiempo que lleva el proceso abierto, es dable señalar diversas circunstancias que justifican su duración.


En primer lugar, si bien los hechos son de fines del año 1989 y el primer semestre de 1990, la denuncia recién fue radicada el 20 de junio del año 2000, cuando los damnificados pudieron internalizar lo que les había sucedido de niños (trece años) y pudieron dar a conocer los abusos a los que habían sido sometidos por Picciochi. Es decir, hasta ese momento no había imputación alguna, no había juicio a ser juzgado en un plazo razonable (arts. 18 CN y 8 CADH), y no puede predicarse lesión alguna a los derechos del imputado hasta la iniciación del proceso. Estos procesos son dependientes de instancia privada (art. 72 CP), circunstancia que la ley reconoce desde siempre que, si bien fue instituida para proteger la reserva e intimidad de la víctima, en concreto termina beneficiando al imputado, de modo que no puede ser imputable al Estado alguna clase de morosidad al respecto. 

Tan atendible es esta situación que la ley 26.705 (B.O. 5/10/2011) recogió el problema y estableció que la prescripción de la acción penal en los delitos sexuales cometidos contra menores, no comenzaba a correr sino hasta que ellos hubiesen adquirido la mayoría de edad. 
Pues bien, el 17 de agosto del año 2000 se le recibió declaración indagatoria a Picciochi y el 26 de septiembre de 2000 se decretó su procesamiento  con  prisión preventiva (fs. 73/80), el que fue confirmado por la Cámara a fs. 123/125. El 1 de noviembre de 2000 se libró la orden de detención de Picciocchi (fs. 123/125), el cual nunca fue habido y se sustrajo por casi nueve años. Se comprobó en las actuaciones que Picciocchi se encontraba en los Estados Unidos y por ello, el Juzgado interviniente resolvió (10/06/2008) librar exhorto internacional al Sr. Juez con competencia en los Estados Unidos, a fin de solicitar la detención provisoria y su extradición (fs. 1610/1622). Recién en el año 2010 se hizo lugar a la extradición y Picciocchi fue detenido el 30/09/2010 cuando arribó a Ezeiza escoltado por personal de “Interpol”.
De esta manera es evidente que la mayor demora de las actuaciones se debió a la sustracción del imputado a la justicia, quien estuvo nueve años prófugo viviendo en Estados Unidos, por lo que la duración del proceso no resulta irrazonable.
b) Nulidad de la indagatoria y violación al principio de congruencia.
En cuanto a la nulidad requerida por la defensa, corresponde poner de resalto que  tanto las nulidades absolutas como las relativas pueden ser declaradas siempre y cuando el vicio del acto haya impedido lograr su finalidad, pues es inadmisible declarar la nulidad por la nulidad misma, solo en beneficio de la ley. En este sentido, ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de la Nación que "la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, porque cuando se adopta en el sólo interés formal de cumplimiento de la ley, importa un manifiesto exceso ritual no compatible en el buen servicio de justicia" (in re: "Castro, Roberts s/robo de automotor”, causa Nº 8786, rta: 15-11-88).



Así las cosas, considero la pretensión de la defensa, no demostró de qué forma se menoscabó el derecho de defensa en juicio del imputado Picciocchi.




Que la Corte Suprema ha dicho que la garantía de defensa en juicio tiene desde antiguo su carácter sustancial (Fallos: 189:306; 391) y por ello exige de parte de quien la invoca, la demostración del perjuicio concreto que pudo inferirle el presunto vicio de procedimiento y de la solución distinta que pudo alcanzarse si no hubiese existido tal defecto (Fallos 298:279 y 498).




Sin perjuicio de lo expuesto,  cabe señalar que el error apuntado por la defensa no se encuentra presente en las declaraciones indagatorias prestadas Picchiocchi, a quien se le hizo saber la conducta reprochada, describiendo adecuadamente las circunstancias de tiempo, modo y lugar, en las que tuvieron lugar los hechos y las pruebas que obraban en su contra, tanto en la primer indagatoria como su ampliación de fs. 2124/2125. 




Que el artículo 298 del Código Procesal Penal establece que “...el juez informará detalladamente al imputado cual es el hecho que se le atribuye, cuales son las pruebas existentes en su contra...”. No caben dudas que dicha exigencia ha sido cumplida por el magistrado instructor en la declaración indagatoria, pues de la lectura de las mismas surge que cuando hicieron su descargo,  entendían perfectamente y conocían los hechos que se le imputaba, por lo que pudieron ejercer correctamente su derecho de defensa. (Conf. C.F.C.P. Sala IV, Causa n° 13293 “Rojas, Isabel y otra s/recurso de casación”, Registro n° 899.12.4., rta.  4/06/12).



En otro orden de ideas, es dable mencionar que los actos procesales que pretende la defensa anular, se encuentran afianzados por la intervención de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional (v. fs. 1400/1402), toda vez que al pronunciarse sobre la situación procesal del imputado, en razón de la impugnación formulada por la defensa, revisó íntegramente la primer declaración indagatoria conforme el marco habilitante dado por el recurso de apelación formulado, analizó en aquella oportunidad las manifestaciones brindadas por el imputado y concluyó que correspondía confirmar el procesamiento con prisión preventiva de Picchiocchi.



Por todo lo expuesto entiendo que el imputado tuvo pleno conocimiento del hecho que se le atribuía lo que le permitió defenderse adecuadamente de la imputación.




En cuanto a la afectación al principio de congruencia, he de señalar que el artículo 18 de la Constitución Nacional consagra la garantía de la defensa en juicio y de ella se deriva el derecho de toda persona de intervenir en el proceso incoado en su contra a fin de conocer los hechos que se le atribuyen y las pruebas que obran en su contra, y declarar libremente en relación a tales hechos, ofreciendo las pruebas que hagan a su descargo. De allí, la necesidad de que “entre la acusación intimada (originaria o ampliada), y la sentencia debe mediar una correlación esencial sobre el hecho, la que impide condenar al acusado por uno diverso del que fuera objeto de la imputación formulada (ne est iudex ultra petita partium)” (confr. Vélez Mariconde, Alfredo, “Derecho Procesal Penal”, Tomo II, págs. 205 y 233).



En igual sentido, Cafferata Nores sostiene que la necesaria correlación entre acusación y sentencia que prescribe el artículo 401 del Código Procesal Penal supone que la base fáctica contenida en el documento acusatorio sea trasladada sin alteración de sus aspectos esenciales a la sentencia. Legalmente se justifica por la circunstancia de que el hecho que se le atribuye al encartado marca el límite de la jurisdicción del tribunal de juicio, y también porque la sentencia debe fundarse en el contradictorio, el cual desaparece si se condena por un hecho diverso y del cual el imputado no pudo defenderse, probando y alegando lo que hacía a su derecho, por no haber sido oportunamente informado de él. De allí que la mutación esencial del factum contenido en la acusación sea incompatible con la legítima intervención del imputado en el debido proceso, impuesto por la Constitución Nacional como presupuesto de la pena -artículo 18- (“Hecho probado en el juicio, diverso del contenido en la acusación”, en Temas de Derecho Procesal Penal, pág. 257).




En esas condiciones, corresponde examinar si el hecho descripto en el requerimiento de elevación a juicio, guarda similitud en su aspecto esencial con el de la sentencia.




A fs. 1331/1336 la Sra. Fiscal deduce requerimiento de elevación a juicio y el hecho que se le imputa es “…En la segunda quincena del mes de diciembre de 1989, cuando el damnificado Sebastián Adolfo Cuattromo, contaba con trece años de edad y acababa de cursar séptimo grado en el Colegio Marianista, sito en la Av. Rivadavia n° 5652 de esta ciudad, participó de un viaje de fin de curso a una casa de vacaciones en la localidad de Casagrande, en la Provincia de Córdoba. Dicho viaje estaba coordinado por el imputado Picciocchi, quien para aquél entonces se desempeñaba como docente de la mentada institución y ostenta a la jerarquía de religioso de la ‘Orden de los Hermanos Marianistas’. En el contexto de ese viaje se realizaron alguno de los manoseos impúdicos que tuvieron por víctimas a Sebastián Cuattromo y Fernando Jorge Olmos. Así, el encausado, en horas de la noche concurrió a la habitación donde Cuattromo dormía junto con otros dos menores de edad, ocupando el damnificado la cama inferior de una cucheta. Entró en absoluto silencio y comenzó a acariciarle la cara a Cuattromo, la zona genital, a la vez que le besaba el cuello, culminando masturbándolo. Ello sucedió en reiteradas oportunidades, en las mismas circunstancias. En el año 1990, durante el primer semestre, volvió a ser víctima de un episodio similar, esta vez dentro del patio cubierto del colegio antedicho. Ya en horas de la tarde-noche, en momentos en que el imputado se encontraba solo con Cuattromo en un clima de intimidad que se generaba en la biblioteca, se situó detrás de la víctima, cruzó su brazo por delante de éste último, llevándolo a la zona genital, para luego masturbarlo hasta la eyaculación. Asimismo, cuando Fernando Jorge Olmos contaba también con trece años de edad, en el viaje de regreso de fin de curso en la Provincia de Córdoba, Picchiocchi se sentó junto a él, diciéndole ‘que según su criterio, él estaba cansado por el viaje, tensionado, nervioso, conociendo algo como para que se relajara’. Acto seguido, el imputado lo sentó sobre sus piernas y le manoseó los genitales, primero sobre la bermuda, para luego hacerlo en el interior de la ropa, sobre la piel. Le abrió el cierre y lo masturbó hasta que eyaculó, luego se olió la mano y le dijo a Olmos que se retirara…”.
En la sentencia, se tuvo por acreditado la corrupción de Cuattromo y Olmos, cuando contaban con trece años de edad, que perpetró Picciochi quien era el encargado de la guarda. Los abusos fueron producidos en la colonia donde asistieron durante la segunda quincena de diciembre de 1989 en la casa de la orden marianista de Casagrande, Pcia. de  Córdoba –en el primer caso-, durante el viaje de regreso –en el caso de Olmos- y pocos meses después, en el colegio de la orden sito en Rivadavia 5652 –en el caso de Cuattromo-. Seguidamente se detalla que “pendiente la estadía de Cuattromo en la colonia señalada, a cargo del imputado Picciochi, este último se habría presentado todas las noches en la habitación que compartía Cuattromo con otros dos compañeros -también menores de edad- , para sentarse en la cama de dicho damnificado, correspondiente una cucheta inferior, acariciar la cara de la víctima y su zona genital, besar su cuello y terminar por masturbarlo hasta la eyaculación. En tanto que, durante el viaje de regreso, Picciochi habría convencido al damnificado Olmos para que se sentara entre sus piernas, acotando que lo veía cansado, tensionado y nervioso, como que tenía un método para relajarlo…habría manoseado sus genitales por encima y por debajo de la bermuda que vestía, para luego abrir el cierre de ese pantalón y masturbarlo hasta la eyaculación. Por último, una tarde del primer semestre de 1990, en el colegio de referencia, concretamente en el patio cubierto ubicado en las inmediaciones de la biblioteca, Picciochi habría tomado a Cuattromo por detrás y cruzado su brazo por delante del cuerpo de la víctima, para seguidamente meter la mano por debajo de la ropa hasta llegar a la zona genital, y masturbar al menor al punto de provocar la eyaculación...”.
Así las cosas, considero que se confronte la descripción del hecho contenida en el requerimiento de elevación a juicio y en la sentencia, corresponde rechazar de plano la violación del principio de congruencia, toda vez que existe coincidencia esencial entre los dos actos procesales.

En tales condiciones, no advierto que las defensas hayan podido demostrar que el defecto invocado haya tornado ilusorio o menoscabado el derecho que asiste al condenado de contestar los hechos que se le enrostran mediante la acusación y señalar las pruebas en su favor, conforme los principios contenidos en el artículo 18 de la Constitución Nacional.

Así concluyo que la sentencia que se cuestiona ha respetado cabalmente el principio de congruencia, ajustándose así a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el sentido de que “...las garantías constitucionales del debido proceso y de la defensa en juicio exigen que la acusación describa con precisión la conducta imputada, a los efectos de que el procesado pueda ejercer en plenitud su derecho de ser oído y producir prueba en su descargo, así como el de hacer valer todos los medios conducentes a su defensa, que prevén las leyes de procedimientos...” (C.S.J.N., C. 464.XXI, citado por la Sala IV, en c.215, “González, J.”, registro 446, rta. 1/11/95; en igual sentido “in re”, causa F.125.XXXII, caratulada “Fiscal s/av. Delito”, resuelta 1/4/97; y Fallos: 311:2023, 317:1098).
c). Nulidad de la incorporación de los legajos del centro de asistencia a la víctima.
A este agravio le caben las mismas consideraciones expuestas en el apartado anterior, en cuanto a que la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, situación que tampoco se encuentra presente en este caso.

También he de señalar, que estos legajos no han sido el fundamento dirimente de la imputación de responsabilidad del imputado, sino que la condena se funda en elementos de juicio diversos, de naturaleza testimonial, pericial o documental que no guardan relación directa o necesaria con el Sumario. Por ello no se estarían contrariando los fundamentos brindados por el Máximo Tribunal en “Benítez, Aníbal Leonel  s/lesiones  graves",  causa  n°  1524, B.1147.XL, ni tampoco en el reciente fallo de la C.S.J.N. "Gallo López, Javier s/ causa Nº 2222" (G. 1359, L. XLIII).

No es cierto que se haya tenido por probadas las imputaciones con base solamente a los legajos del centro de asistencia a la víctima dependiente de la Policía Federal Argentina, sino que en la audiencia se han cruzado las pruebas y se corroboraron la veracidad de los dichos escritos en aquellos legajos, ya que los damnificados y las licenciadas Alcoba López y Parodi -que fueron quienes confeccionaron los informes-, declararon en el debate.

En cuanto a las manifestaciones contenidas en el Sumario, más allá que no constituyan estrictamente declaraciones incorporadas por lectura, ellas poseen pleno valor probatorio y no resultan violatorias del derecho de defensa, por cuanto durante el curso del proceso las defensas tuvieron oportunidad de controlarlas, de contestar esos dichos, y de fundamentar las razones para descreerlos o negarlos. 

Por ello, este agravio también debe ser rechazado.
d). Arbitrariedad en la valoración de la prueba y falta de fundamentación.
Considero que de la lectura de la pieza procesal en estudio, se desprende que la misma se encuentra correctamente motivada, pues la prueba ha sido valorada de acuerdo a las reglas que gobiernan la sana crítica sin observarse fisuras en el iter lógico-jurídico expresado por los jueces para fundamentar la materialidad de los sucesos incriminados y la autoría del imputado en los mismos.

Cabe señalar que el tribunal de mérito consideró acreditado, en base a la tarea de selección y valoración del material probatorio ingresado al juicio que le es propio, los hechos que fueron descriptos en el punto b), cuando fue tratado el agravio referido a la violación al principio de congruencia.
En el caso de marras, para arribar a la sentencia condenatoria, se valoraron correctamente las siguientes pruebas.

El tribunal de juicio ponderó las pruebas y remarcó como las más importantes, las manifestaciones de Cuattromo y Olmos que fueron los damnificados en las presentes actuaciones.

Cuattromo brindó detalles de como fueron los abusos perpetrados por Picciochi quien se desempañaba como catequista del colegio Marianista. Señaló que, tanto él como sus compañeros Andisco y Muños tuvieron algunos problemas en el colegio y creían que iban a ser expulsados, que fue en ese contexto que se les acercó Picciochi, les dijo que estaban en la mira, que en la colonia los observaría y que haría un informe favorable. Afirmó que desde la salida del ómnibus los acosa y hostiga, sentándose entre él y Andisco, para luego decirles que se sentaran a upa; ya en la colonia los manda a una habitación. Aseguró  también que tenían la sensación de estar al arbitrio del acusado, que no los dejaba participar de actividades grupales, los hacía pasar el día encerrados en la habitación sin razón, mantenía una constante presencia en la misma, particularmente cuando volvían de las duchas, manifestando obsesión por sus penes, el tamaño de los mismos si los tocaban. Refirió que ellos no sabían como reaccionar y, más allá del pudor y la vergüenza, tenían miedo a que los mandara afuera de guardia. Puntualizó que él ocupaba la cama de abajo, Andisco dormía arriba suyo y Rossi enfrente y abajo. Señala que Picciochi se sentaba en su cama, besaba su cara, cuello y orejas, con las manos recorría su pecho hasta llegar a los genitales, que manipulaba hasta la eyaculación; aclaró que el manoseo se concretaba por encima y debajo de la ropa, como en el interior de los calzoncillos. Acotó que al tiempo de los hechos, los tres estaban paralizados de terror, y seguidamente quedaban muy excitados de manera que no se podían dormir. Acerca del último abuso, afirmó que recomenzó el hostigamiento hasta que una tarde, al salir de la biblioteca y pasar por el patio cubierto, el acusado lo sujetó, cruzando el brazo derecho sobre su cuello y apretando el cuerpo contra el suyo, de modo que percibió el pene de Picciochi erecto contra su espalda, besó su cuello, sus orejas, la mejilla y pasó la mano por el pecho hasta los genitales para masturbarlo hasta su eyaculación, momento en que lo “saca”, dejando la sensación de que había sido objeto de placer y descartado. Se pronunció sobre el sufrimiento padecido en consecuencia de los hechos, la carga de culpa y vergüenza que tuvo en su adolescencia, al punto de sentirse responsable de lo sucedido, la sensación de que no podía manejar solo el problema y tampoco podía pedir ayuda en su casa, hasta que lo contó a su amigo Castelli, luego a otras personas y a fines de 1998, comenzó su terapia con psicóloga Galeano. Recordó su asistencia con Olmos al Centro de atención a las víctimas de violencia sexual de la Policía Federal y una ulterior terapia con la psicóloga Tricarico.
Olmos recordó los motivos del viaje –difícil situación con sus compañeros y el hecho de que al año siguiente el colegio pasaría a ser mixto-, como la discusión que el último día de la colonia tuvo con un compañero, se escondió en la capilla y ahí el acusado se puso de su lado, generándose el primer vínculo. Refirió que estaba muy cansado de la intensa actividad física y una vez en el ómnibus, casi todos se quedaron dormidos y como él no se podía dormir, al advertirlo Picciochi, lo invitó a conversar con él al fondo del vehículo. En un momento dado el acusado le dijo que estaba tensionado, que podía solucionar el punto, y no sabe como terminó aupa y masturbado; acotó que luego que lo masturbó por encima y por debajo de la ropa, sentía su respiración en el cuello, que el acusado le besó el cuello y, al eyacular le dijo que era normal y que se fuera; después puntualizó que el propio Picciochi desabrochó el botón y bajó el cierre de su pantalón al efecto antedicho. Refirió que se trató de su primer acto sexual, que hizo un bloqueo para olvidarlo, que su sexualidad quedó detenida durante toda la secundaria, sus relaciones fueron totalmente asexualizadas hasta los 23 años, salvo alguna masturbación, bloqueo y hasta asco por lo sexual. En el curso de los tres o cuatro años de terapia con la psicóloga Griffa se fueron modificando. Refirió que se reunieron en un bar con Cuattromo y le dio cuenta de su abuso. Agregó que en la colonia, el acusado era el único religioso que representaba a los marianistas, fue el que promocionó y organizó la colonia, era el referente de los docentes, el coordinador general y había otros docentes.
Todo ello también fue corroborado por los testimonios brindados por Bruno Padrones Rossi y Pablo Andisco, quienes fueron los compañeros de habitación de Cuattromo en la colonia donde se cometió el abuso. 
Señaló Andisco, que el imputado pasaba un tiempo sentado en la cama de Cuattromo y luego en la de Padrones Rossi, que lo percibió directamente, no por haberlo visto sino haber oído los ruidos propios de los movimientos ejecutados al caminar por la habitación y al sentarse en dichas camas. Refirió que él se mantenía en silencio y  tensión, no sabía que hacer y aclaró que en su caso no medió abuso, que según recuerda Picciochi se limitaba a tocarlo con la mano y le pasaba la mano “como acostándome”. Manifestó que al volver de las duchas, Picciochi los miraba mientras se secaban lo que les resultaba muy incómodo. Refirió haber conversado con Cuattromo, quien le contó que Picciochi lo había tocado y masturbado.
A su turno, declaró Padrones Rossi, quien afirmó que Picciochi se presentaba todas las noches en la habitación y se sentaba en la cama de Cuattromo, que oía ruido de movimientos pero no veía lo que pasaba, estuvieran o no a oscuras, porque no quería mirar porque estaba incómodo por la situación, “como que algo raro pasaba”. Agregó que luego Picciochi se sentaba en su cama y lo sometía a “manoseos inapropiados”, situación que le resultaba molesta. También recordó que, durante el viaje de regreso a Buenos Aires, avanzada la noche, cuando el pasaje estaba en calma y silencio, se sintió mal y fue al fondo del ómnibus, donde estaba Picciocho, quien lo sometió entonces a otro “manoseo indebido” y aclaró que fue distinto y más grave que el anterior.
Fueron tenidas en cuenta, las declaraciones del padre Gil Santiago, anterior superior de la orden quien estaba preocupado por los abusos que le habían referido los querellantes y las manifestaciones de Casalá, que era el director de estudios de la secundaria del colegio.
También la versión de Cuattromo y Olmos fue avalada por otros compañeros del colegio, como ser Luis Brusco, Castelli, Buitron, Grittini y De Martino, a quienes le manifestaron ya de grandes, haber sido víctimas de abuso por parte de Picciochi.
De suma importancia resultaron los testimonios de las licenciadas en servicio social Martín de Parodi y la psicóloga Alcoba López, quienes entrevistaron a Cuattromo y Olmos en el Centro de atención a las víctimas de violencia sexual de la PFA y los damnificados le solicitaron información a fin de denunciar los abusos sufridos en la infancia. Así como también, de la psicóloga de Cuattromo, la licenciada Galeano quien señaló que, más allá de expresar su opinión sobre la sinceridad del relato –no fabulaba y contaba una situación vivida-, manifestó que Cuattromo presentaba características fóbicas, dificultad para vincularse, miedo exacerbado a ciertas situaciones. En cuanto a la psicóloga que atendió a Olmos, licenciada Griffa, refirió que Olmos reveló el abuso sexual sufrido por Picciochi desde el primer día de la entrevista y como consecuencia de ello observó mucha angustia, retraimiento, baja autoestima y sentimiento de culpa, con incidencia en sus condiciones intelectuales y dificultad para relaciones de índole sexual.




Fueron valorados correctamente los testimonios de los psicólogos forenses, la licenciada Chicatto y el licenciado Mac Gregor. 



La Dra. Chicatto no sólo manifestó la credibilidad de los testimonios, quien consideró que eran relatos consistentes, coherentes y lógicos, sin fabulación, confusión o inconexión, sino también habló de la situación de vulnerabilidad de las víctimas y que los hechos ocurridos tuvieron aptitud para alterar el desarrollo sexual de los damnificados.




El licenciado Mac Gregor confeccionó el informe pericial de fs. 2326, en el que concluyó que Olmos tiene estructura subjetiva neurótica, con rasgos histéricos-fóbicos y narcisistas, registra indicadores de trauma psíquico, compatibles con posible situación de abuso sexual, y no descarta que, atento su personalidad, contexto familiar y posición sexual al tiempo del hecho, pudo favorecer su inclinación homosexual, pudiendo resultar un factor coexistente, respecto a su normal desarrollo psicosexual y; Cuattromo presenta una estructura subjetiva neurótica obsesiva, con importante tenacidad respecto a su denuncia, vivencia interna de injusticia que lo atormenta e implicó un enorme esfuerzo psíquico que restó energía para su desarrollo amoroso, laboral y profesional, así como indicadores de trauma psíquico compatibles con posibles situaciones de abuso sexual, que pudieron haber alterado, en coexistencia con su situación familiar, su normal desarrollo psicosexual. Luego en el debate también se refirió a la verosimilitud de los relatos de las víctimas y a los distintos indicadores de trauma psíquicos verificados en cada caso.
En ese contexto, considero que de los fundamentos brindados por los sentenciantes, no surge que el fallo se funde en la libre o íntima convicción de los jueces, sino que por lo contrario se han respetado las reglas de la lógica impuestas por la sana crítica racional, y se puede seguir el curso de razonamiento que lleva a la conclusión que el tribunal ejerció su facultad de elegir la prueba para acreditar los extremos de la imputación, concluyendo a partir de ella en la existencia de la materialidad del hecho y responsabilidad del imputado. 
e). Agravio sobre la errónea aplicación de la ley sustantiva:

El artículo 125 del C.P. conforme ley 23.077 (vigente al momento de los hechos), sostiene: “El que con ánimo de lucro o para satisfacer deseos propios o ajenos, promoviere o facilitare la prostitución o corrupción de menores de edad, sin distinción de sexo, aunque mediare el consentimiento de la víctima, será castigado:… 2) con reclusión o prisión de 3 a 10 años, si la víctima fuera mayor de 12 años y menor de 18. Cualquiera que fuese la edad de la víctima, la pena será de reclusión o prisión, desde diez a quince años, cuando mediare engaño, violencia, amenaza, abuso de autoridad o cualquier otro medio de intimidación o coerción, como también si el autor fuera ascendiente, marido, hermano, tutor o persona encargada de su educación o guarda o que hiciera con ella vida marital”.
Que a fin de establecer el límite que hace que determinado acto o actos constituyan abuso deshonesto o promoción o facilitación de corrupción, ha de estarse a la trascendencia que deben merecer unos y otros, para verse encuadrados en las distintas figuras que aquí se discuten.

Entiendo que tal límite ofrece sus dificultades. A simple vista, se aprecia que se distinguen porque el segundo genera o es apto para generar un efecto que significa un plus respecto del anterior. Según la doctrina y jurisprudencia, tienen ese alcance aquellos actos con significación sexual que son perversos, prematuros o excesivos, para satisfacción de la propia libídine del autor, que se caracterizan porque propenden a la depravación sexual de la víctima o provocan una anormal precocidad sexual. La temprana edad de la víctima más la diferencia de edad que mediaba entre ella y el imputado, ponen en evidencia la connotación corruptora de los actos llevados a cabo, alejados del normal desarrollo y maduración sexual de los niños (Conf. C.F.C.P. Sala III, causa n° 13.407 “Domínguez, Luis Raimundo y otro s/recurso de casación”, Reg. 78.12.3, rta. 16/02/12). 
Se sostiene que es una figura de peligro, porque sólo requiere para su configuración que el acto propenda a la corrupción. Que promueve a la corrupción de un menor quien lo hace víctima de conductas sexualmente anormales o que tienen capacidad de despertar en él una temprana o excesiva sexualidad. Los actos deben tener capacidad e idoneidad suficiente para torcer prematuramente el instinto sexual y tener alcance psicológico, ya que se trata de alterar el comportamiento sexual de una persona, mediante actos de naturaleza perversa, prematura o excesiva de las prácticas sexuales, que dejan una huella en la psiquis del individuo (conf, C.F.C.P. Sala IV, causa n° 11.726 “Bava, Fernando Pío s/recurso de casación”, Reg. 812.12.4, rta. 21/05/12).

Todas estas circunstancias, fueron comprobadas por el tribunal apelado. Se destaca el estudio del licenciado Mac Gregor (fs. 2326 y debate (ver apartado c.).
Si esa vía argumental ofreciera reparos, cabe recordar que las figuras legales de promoción y facilitación de la corrupción bien pueden ser entendidas como supuestos de delitos continuados que la ley reconoce y consagra, con el fin de superar problemas de reiteración de abusos sexuales de todo tipo contra los mismos sujetos, en el tiempo y bajo un patrón común. La ley resuelve de esa manera un asunto muy complejo que es el de los reiterados ataques a la honestidad entonces y a la integridad sexual ahora, y lo hace en beneficio del imputado, porque la suma aritmética de los máximos de los distintos sucesos en concurso real, superaría ampliamente la escala del art. 55 CP que, cabe recordar, era de 25 años de prisión.    

Por consiguiente, por una u otra vía, estimo que la adecuación típica atribuida por el tribunal es la correcta.




IV.

Por todo lo expuesto, considero que debe rechazarse el recurso de casación interpuesto por la defensa de Fernando Enrique Picciochi.

Fiscalía Nº 4, 17 de abril de 2013.
DICTAMEN Nº 5638 


“PICCIOCHI, Fernando Enrique


s/ recurso de casación”
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